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“Considero que puede prestarse un servicio a la moral revelando los medios empleados por quienes carecen de ella para corromper a las personas de buenas costumbres”
LACLOS, Choderlos de; Liaisons Dangereuses.

“Cuando no entiendas algo es que alguien se lleva el 10%, si no entiendes nada, es un 20%”.

CATALÁ, Fernando
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Los aquí reunidos saben la importancia de las Administraciones en los mercados de juego, casi todos sus aspectos están regulados o dependen de decisiones o supervisión administrativas. Esto ocurre en todos los países, y cuando las administraciones son impotentes para mantener la actividad en la legalidad surge el juego ilegal, lo que es peor para los consumidores, para los operadores legales y para las haciendas públicas. En sentido inverso, puede darse saturación regulatoria que llega a paralizar el desarrollo del sector. Este es el caso de España en el juego presencial, donde los empresarios bromean diciendo que están para aplicar reglamentos más que para gestionar sus negocios.
Considerando el juego como una actividad productiva sometida a la legalidad, las Administraciones y el legislador al autorizar ciertos tipos de juego abren mercados, congelan o retrasan su apertura o su desarrollo.

El objetivo de esta ponencia es analizar la relación del juego, como actividad económica impulsada por la iniciativa privada, con las Administraciones y la “política” en España. 


1.
Las Administraciones.

1.1.
El sustrato ideológico de las Administraciones sobre el juego.

En España juega casi todo el mundo, más del 85% de la población entre 18 y 75 años, juega algún juego durante el año. En el 15% restante hay dos comportamientos. Los indiferentes hacia el juego. Y los hostiles, con un discurso muy beligerante que identifica al juego con grandes males personales, morales y familiares. Es llamativo que este discurso, con hondas raíces religiosas, haya sido sostenido a lo largo de la historia por responsables de las Administraciones y juristas (Pino Abad, 2011).
En las Administraciones y la política españolas anida el recelo ante el juego, algo paradójico ya que buena parte de la oferta de juegos depende de operadores públicos y algunas administraciones promueven nuevos juegos para paliar sus estrecheces hacendísticas. Asumen que el juego genera consecuencias negativas y a cargo de operadores privados está en riesgo permanente de contaminación con actividades ilícitas. Veamos el primer y el último texto legal relevantes en la etapa contemporánea. El RDL 16/1977, de 25 de febrero, “por el que se regulan los aspectos penales, administrativos y fiscales de los juegos de suerte envite o azar y apuestas”, dejaba caer en el primer párrafo de su preámbulo: “aunque no han cambiado sustancialmente ni en España ni en otros muchos países las concepciones generales en torno a los juegos de azar y a sus posibles consecuencias individuales, familiares y sociales”. Sin entrar en la materia, sobrevolaba la idea de posibles consecuencias un tanto inquietantes, dejadas a la imaginación del lector. Más reciente y explícita es la “Ley 13/2011, de 27 de mayo, de regulación del juego”, en cuyo preámbulo se afirma, en castellano enrevesado: “se recogen (en el Título II) los principios y prácticas a adoptar con objeto de proteger el orden público, garantizando la integridad del  juego, así como previniendo y mitigando la adicción al juego y los efectos nocivos que pudiere provocar, optimizando simultáneamente los beneficios para la sociedad”, algo más adelante,  “el gran volumen de juego asociado a las loterías, así como la posibilidad de que el carácter de documentos de pago al portador de sus boletos y billetes pueda ser instrumento de blanqueo de capitales, requiere una reserva de esta actividad a determinados operadores públicos o privados, que han de quedar sujetos a un estricto control público, asegurándose de este modo la protección de los intereses del Estado contra los riesgos de fraude y criminalidad, evitando asimismo los efectos perniciosos del juego sobre los consumidores”. Algo similar se sugiere en el art. 8º al aludir a los “posibles efectos perjudiciales que pueda producir el juego sobre las personas” … la necesidad de “prestar atención a los grupos en riesgo”, “proporcionar al público la información necesaria para que pueda hacer una selección consciente de sus actividades juego, promocionar actitudes de juego moderado, no compulsivo y responsable”, en art. 10º, al tratar de los compromisos de los operadores, se afirma “reducir cualquier riesgo de daño potencial a la sociedad, ello incluye la lucha contra el juego ilegal y las actividades delictivas asociadas”, y más adelante, “se entenderá como Gestión (sic) responsable del juego el conjunto de principios y prácticas a adoptar con objeto de proteger el orden público garantizando la integridad del juego, optimizando simultáneamente los beneficios para la Sociedad (sic),” añadiendo “La Comisión Nacional del Juego verificará el cumplimiento de los operadores … en materia de prevención del blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo … “. Los textos anteriores muestran que legisladores y reguladores parten de una visión del juego como actividad que roza con actividades de riesgo, tanto para los consumidores como para el conjunto de la sociedad. Que otras actividades tengan costes sociales mayores, o que para la mayor parte de los jugadores el juego no pase de ser un pasatiempo o entretenimiento, se soslaya al menos en los textos que regulan la actividad y su fiscalidad. Este discurso late en el fondo de la relación del sector del juego con las Administraciones.
Una excepción a este discurso receloso dominante en la política es  Jordi Pujol, enfatizando la dimensión empresarial y de desarrollo tecnológico. En su visita institucional a Cirsa (23-9-1986), especialmente al Departamento de I+D y al Laboratorio técnico, afirmó: “La proyección e implantación de Cirsa premia una aventura empresarial … que mira hacia delante, aunque para ello deba superar algunas dificultades y también … alguna incomprensión … Es la aventura de gente modesta que supo mirar hacia delante con el buen hacer” (Delgado Chesa, 243, y prensa).   


Cases Méndez (2011: 83-85) señala que otros textos legales sitúan al juego como actividad económica y al jugador como un consumidor “normal”, que gasta su dinero en lo que quiere. La Ley de Galicia 14/85, de 23 de Octubre, reconoce que el juego es “una manifestación más del desarrollo de la libertad individual … sin embargo no sólo por la incidencia que … tiene en la conducta ciudadana y en la moral sino incluso por ser una importante fuente de ingresos para el erario público”. La visión del juego como actividad económica está en el preámbulo de la Ley del País Vasco 4/91, de 8 de noviembre, “se protegen los derechos de los menores de edad y de las personas que tengan reducidas su facultades volitivas impidiendo su participación en el desarrollo de los juegos de los que resulte la obtención de premios … se establece un ámbito normativo sin pretensión de limitar el juego ni impedirlo”. También en la Ley Foral Navarra 16/2006 de 14 de diciembre: “a lo largo de los últimos años el juego se ha mostrado como un sector de actividad económica dotado de gran dinamismo. La innovación tecnológica, las oportunidades de negocio que genera, la desaparición de fronteras económicas, la globalización y el desarrollo de la sociedad de la información … “.


La aparición del juego online ha demediado la imagen del juego entre algunos responsables públicos. El juego online aparece asociado a la innovación tecnológica a las nuevas tecnologías, mientras que el juego presencial queda arrinconado en una imagen tradicional, casi anticuada
.Esto es llamativo, porque las máquinas recreativas fueron los primeros productos de consumo masivo fabricados en España con la aplicación de microprocesadores y los principales fabricantes tienen potentes departamentos de I+D+I, algunos con relaciones con las universidades, como Recreativos Franco con la cátedra de Cálculo Automático de la Universidad Complutense de Madrid, desde 1977, para  desarrollar tecnologías propia (Delgado Chesa, 2013: 69 y 73). 

También en los últimos años se ha producido un giro en las Administraciones en relación con el juego impuesto por las circunstancias. El descenso de las recaudaciones fiscales derivadas del juego ha agravado la situación de las Haciendas autonómicas, obligándolas a reducir la presión fiscal, y a reconocer su carácter de actividad económica y su vulnerabilidad ante la crisis, como el conjunto de la economía. La evolución del sector las ha hecho ser sensibles a la destrucción de empleo. Así, desde 2010 se han aprobado varias leyes fiscales en las que se contemplan tarifas reducidas de los impuestos sobre el juego condicionadas al mantenimiento del empleo, y algunas comunidades han reducido la presión fiscal sobre los juegos “presenciales” (casinos y bingos).


En paralelo, la aparición de Adelson y Eurovegas, y después BCN World, ha obligado a ver el juego como un factor de estímulo económico y creación de empleo. Es significativo que haya tenido que aparecer Adelson para que la política y las Administraciones admitan en el juego una perspectiva “productiva”. 

El discurso político contempla el juego desde un ángulo vergonzante. Un ejemplo lo ofrece una política que se autodefine liberal, y que es la impulsora de Eurovegas, Aguirre. En un reciente articulo, “La oportunidad de Eurovegas” escribe: “… cuando el complejo … esté terminado contará con 12 hoteles con 36.000 habitaciones, … un indiscutible apoyo a la candidatura olímpica de Madrid … con un pabellón para 20.000 espectadores, siete teatros con capacidad para 6.000 espectadores, tres campos de golf, decenas de restaurantes, 100.000 metros cuadrados de centros comerciales y seis casinos … será el centro de convenciones, ocio y turismo más de Europa … Será un estímulo muy importante para atraer más turistas a Madrid … lugar de ocio, cultura y descanso … (que) España sea un lugar ideal para visitar, conocer y descansar es bastante lógico porque pocos países en el mundo habrá … que tenga unos mares, unas playas (sic, en Madrid), unos paisajes y unos monumentos históricos y artísticos de tanta belleza y de tanta importancia …” Y, en el último párrafo, “hay que recordar que ya en aquellos años surgieron voces que alertaban de los problemas morales que el boom turístico … Los peligros morales que se asocian a los casinos (que hay que señalar que sólo representan el 3,1% de la superficie total del proyecto) … llevamos casi cuarenta años con casinos abiertos en España …. Ir a un casino no va a ser nunca obligatorio y sí una decisión libre de personas adultas, que vendrán de todas partes del mundo” (ABC, 29-07-13, 5). Obsérvese la posición marginal de los casinos en el artículo disimulados en la maleza de otras actividades. No se olvide que Aguirre pertenece al Cuerpo Superior de Técnicos en Turismo, y fue hasta hace unos meses Vocal Asesora del Gabinete del ministro del ramo. El alcalde Alcorcón (PP) decía: “Eurovegas no será Sodoma y Gomorra” (El País, 19-02-13). La renuencia puede alcanzar muchos grados. En la izquierda, sobre Eurovegas: “no creo que el futuro de Madrid pase por crupieres y limpiadoras” (Simancas, El Mundo, 2-09-13, 46). El principal empresario del juego en Asturias, por ejemplo, sospechaba que el gobierno regional bloqueó algunas decisiones por reticencia hacia la actividad
.
1.2.
El aparato administrativo: los motores de la pasión legislativa en el estado autonómico.

Un rasgo de la política española es que los gobiernos midan su “productividad” por la cantidad de leyes aprobadas, y que su reacción a cualquier problema suela ser proponer una ley, sin considerar si las existentes son suficientes o han caído en desuso o nadie, de los operadores políticos, las recuerda. En esta pulsión es uno de los motores de la incesante actividad normativa que ha sido calificada como “tifón legislativo”, característica del Estado autonómico, al que el juego no escapa.

Las competencias sobre juego fueron transferidas a las comunidades en los ochenta y noventa. El proceso fue rápido en las Comunidades que accedieron a la autonomía a través del art. 151 y que aprobaron sus estatutos antes de 1982 (Cataluña, País Vasco, Galicia y Andalucía) y las que accedieron a través de Estatutos y LO de transferencias: Valencia,  Canarias y Navarra (LOTRAVA, LOTRACA, LORAFNA). Sus Estatutos consideraron la legislación y gestión del juego materia exclusiva de la Comunidad, excepto las apuestas mutuas deportivas. Se retrasó hasta 1994 en las demás comunidades, al aplicar la  LO 9/92, de 23 de diciembre, que descentralizó buena parte de las competencias del Estado al equiparar prácticamente las de todas las comunidades (Cases Méndez, 2011: 85-93). Las transferencias no fueron fáciles, aunque se traspasaron los funcionarios  de los Gobiernos Civiles en varias las competencias no se pudieron ejercer en un primer momento por falta de personal cualificado. En el caso de Cantabria, renuente a asumirlas, el Estado las transfirió unilateralmente (Delgado Chesa, 159). Las leyes sobre el juego, especialmente las de contenido fiscal, se aprobaron rápidamente, como vía para allegar recursos a las nuevas Haciendas, incluso creando nuevos impuestos a los premios en el bingo, recargos en los impuestos sobre el bingo por parte de las comunidades (Zornoza, 1996, Ruiz Almendral y Zornoza, 2012: 9-16).
La aprobación de Leyes autonómicas del Juego impulsó dos procesos simultáneos: una detallista normativa sobre todos los aspectos del juego presencial y su dispersión. Esta tendencia se ha atribuido al costumbrismo local y al impulso político a diferenciarse del gobierno central, es decir, se sugiere que en cierta forma tuviera algo de deliberado. Sin embargo, los programas electorales de los partidos que gobernaron las comunidades no hablaban sobre el juego, por tanto, esta legislación no parece responder a un impulso programático “orientado”. Cabe pensar que esta dispersión fue improvisada, resultó de una acumulación de ideas que surgían en las negociaciones de normativas y en los procesos legislativos en las cámaras autonómicas. De este modo se fue llegando, por ejemplo, a 17 clasificaciones distintas de las categorías de bingo o sistemas fiscales sobre casinos, máquinas o bingos, como se ha llegado a comprar y vender sangre para transfusiones entre los sistemas sanitarios autonómicos. Nadie pensó llegar a tales extremos, pero se ha llegado.

Otro impulso a la dispersión es la pulsión de las Administraciones a regular extensivamente las competencias bajo su responsabilidad, lo que ha llevado al juego y a otros sectores a un exceso de reglamentación, para los funcionarios esto consiste en llenar de contenido sus funciones. El juego, en todas las comunidades, depende de una dirección o subdirección general que para justificar su existencia genera normas y controles. 

La combinación de estas pulsiones políticas y administrativas generó entropía, es decir, la tendencia de las organizaciones descoordinadas a hacerse menos ordenadas, menos enfocadas en sus objetivos y más borrosas en sus límites (Rumelt, 2011: 68), lo que hizo que  los intentos de coordinación o concertación, como la Conferencia Sectorial, fracasaran (Cases Méndez, 2011: 89; Ramos Gil, 1996), en parte por resistencias algunas comunidades (Delgado Chesa, 2013: 158-159, 161-162, 164, 180). Las transferencias vaciaron las competencias del Estado sobre el juego, quedando poco más que la estadística. La legislación autonómica, generada a gran velocidad, creció sin ser encarrilada por normas de ámbito estatal, instrumentos de coordinación administrativa o impulsos programáticos de los partidos. En definitiva, este es uno de los ámbitos que discurrieron “sin ninguna preocupación por la funcionalidad o coherencia del conjunto” (Ramón Fernández, 1996, 7). El resultado es una interminable serie de normas heterogéneas, con cosas asombrosas, como que cada comunidad tenga un catálogo de juegos en el que se describe como se juega a cada uno (Palomar Olmeda, Andrés Álvez, Palomar Liceras, 2012).

Dos elementos, subrayados por Cases Méndez (2011), muestran que esta pasión normativa no fue resultado de políticas coherentes. No hay ninguna norma de prevención de la ludopatía, pese a que la protección de los consumidores es otro de los campos de mayor atención autonómica, y el desarrollo del juego online pasó desapercibido para los legisladores y “reguladores” autonómicos. Cuando a partir de 1996 el juego online empezó a extenderse y  desde mediados de la década de los 2000 empresas de juego online, sobre todo en apuestas deportivas, patrocinan grandes equipos de fútbol o hacen publicidad en los estadios, los legisladores autonómicos y el Estado no le prestan importancia pasándoles desapercibido su potencial fiscal, su impacto sobre los consumidores, las consecuencias de retraso tecnológico de las empresas españolas de juego que quedaban bloqueadas en este terreno si se atenían a la legalidad y la invasión del mercado español por ágiles multinacionales radicadas en paraísos fiscales. Lo menos que puede concluirse es que los 18 aparatos administrativos españoles no estuvieron atentos a los cambios sobre la materia. Esto muestra que la inercia y atenerse a lo conocido es otro rasgo estructural de las administraciones españolas. Pero tampoco el sector tuvo cohesión y fuerza política para impulsar una regulación. 
1.3.
La dirección política del aparato administrativo.

La descentralización del juego a las comunidades obliga al sector a mantener relaciones con 18 interlocutores: la DG de Ordenación del Juego y 17 (sub)directores generales autonómicos, denominados en el sector los ”reguladores”.


La DGOJ, creada por el RD 352/2011, de 11 de marzo, surge por el trasvase de la competencia del juego al Ministerio de Hacienda desde el del Interior
, que fue reduciendo su actividad sobre la materia al control policial y los Informes Anuales sobre el Juego. Misión aparentemente modesta, llevada a cabo con discreción y profesionalidad por un equipo de funcionarios, que permite mantener actualizada la estadística sobre el juego, con un nivel de precisión elevado. Bajo este trasvase estuvo la regulación del juego online y la necesidad de un aparato administrativo para recaudar los impuestos derivados de esta actividad. El encaje de la DGOJ en el entramado competencial sobre el juego es complicado. La Ley 13/2011, de 27 de mayo, “de regulación del juego” invoca el desarrollo de Internet y la aparición del juego online desbordando las fronteras territoriales, a través de la DA 20ª de la Ley 56/2007, de 28 de diciembre, “de medidas de impulso a la sociedad de la información” como vía para “determinar las competencias estatales en materia de regulación y control, y definir un régimen de infracciones y sanciones que garantice la efectividad del marco regulatorio”. Tortuoso camino que revela que su margen para actuar como centro de coordinación o, siquiera, de concertación de políticas es reducido.

Los responsables del juego en las 17 comunidades son personas cuyas trayectorias administrativas o políticas les han llevado a desempeñar tales cargos. Entre 17 los hay, como es inevitable, de varios tipos. Suelen ser funcionarios ajenos al juego (el juego no es una especialidad atractiva para los altos funcionarios, pero puede haber excepciones), aunque con su gestión puedan implicarse con el sector en mayor o menor medida, profesionales de los tributos en los casos en que las competencias autonómicas están en Hacienda o de gestión general de la Administración en las que está en consejerías de Presidencia, Interior o Justicia, normalmente políticos o funcionarios que van de paso en carreras con otros objetivos, personas con larga experiencia en la política o las administraciones o recién llegados, los hay que desean resolver los problemas que caen en sus manos y otros que prefieren dejarlos como están, y una parte será siempre del partido de la oposición
. Así, es impensable que los “reguladores” puedan concertar políticas por su propio impulso, y el sector está obligado a mantener relaciones con muy distintos puntos de maduración con cada uno, o sea, con cada comunidad. Además, la dinámica política hace que las rotaciones de los titulares. Las semillas de la dispersión normativa y de la entropía están arraigadas.
El juego depende orgánicamente de tres tipos de consejerías. Las de Hacienda (9, más Ceuta y Melilla) vinculado a Tributos, el área Interior, Administraciones Públicas, Presidencia, Justicia (7), sólo en Baleares la competencia ha pasado a Promoción Económica, disolviéndose entre las funciones de la consejería, lo que ha provocado protestas del sector al considerarlo una pérdida de influencia. Vistas las cosas desde una perspectiva general, quizá sea el modelo de Baleares sea  el mejor camino para llevar al juego al ámbito de los sectores económicos normales, productivos, y para lograr que sus relaciones con las Administraciones no estén presididas por negociaciones fiscales o normativas sino por la “complicidad” con aparatos administrativos destinados a la promoción del turismo y la economía.

	
GESTIÒN DEL JUEGO EN LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

	
	
	

	COMUNIDAD
	CONSEJERÍA
	CENTRO DIRECTIVO

	
	
	

	Andalucía
	Hacienda y Administración Pública
	DG Financiación, Tributos y Juego

	Asturias
	Hacienda y Sector Público
	DG Hacienda y Presupuesto

	Castilla La Mancha
	Economía y Hacienda
	Secretario General

	Cataluña
	Economía y Conocimiento (Hasta 2012, Interior)
	DG Tributos y Juego

	Ceuta
	Hacienda
	

	Extremadura
	Economía y Hacienda
	DG Financiación Autonómica

	Rioja
	Hacienda
	DG Tributos y Tesorería

	Madrid
	Economía y Hacienda
	DG Tributos, Ordenación y Gestión del Juego

	Melilla
	Hacienda y Patrimonio
	

	Murcia
	Economía y Hacienda
	DG Tributos

	Valencia
	Hacienda y Presupuestos
	Secretario Aut. Hacienda y Presupuestos / DG Juego

	
	
	

	Aragón
	Política Territorial, Justicia e Interior
	DG lnterior

	Canarias
	Presidencia, Justicia e Interior
	VC Administración Pública

	Cantabria
	Presidencia y Justicia
	Secretaría General

	Castilla y León
	Presidencia
	DG Ordenación del Territorio y Admón. Local

	Galicia
	Presidencia, Admones. Públicas y Justicia
	DG Emergencias e Interior / SbdG Juegos y Espect.

	Navarra
	Presidencia, Admones. Públicas e Interior
	DG Justicia e Interior

	País Vasco
	Consejería de Interior y Justicia / VC Interior
	DG Admón. Electoral, Juego y Espectáculos

	
	
	

	Baleares
	Promoción Económica
	DG Comercio y Empresa


Con el tiempo, las relaciones del sector con los “reguladores” regionales, con los que se traban relaciones cordiales en muchas ocasiones, permiten avances y mejoras. Pero, desde la perspectiva de los “reguladores” el propio sector, en muchas ocasiones, llega con propuestas dispersas o contradictorias con otros operadores en la misma comunidad, dañando su imagen y su capacidad para influir sobre el regulador.
2.
El sector privado del Juego.
2.1.
Las empresas
.

El sector empresarial del juego es el resultado de dinámicas inesperadas. Entre 1977 y 1979 varias disposiciones regularon la despenalización del juego y abrieron tres mercados a la iniciativa privada: los casinos, los bingos y las máquinas de azar. Muchos años más tarde, a partir de 2008, varias comunidades (País Vasco, Navarra, Aragón y Madrid) regularon las apuestas deportivas presenciales y la Ley 13/2011 el juego online a escala nacional.  
Los casinos se regularon por la Orden de 1 de junio de 1977 por la que se aprobó su Reglamento Provisional y el RD 2716/77, de 2 de noviembre, sobre la convocatoria de solicitudes de autorización para casinos de juego, resuelta por la Orden de 16 de febrero de 1978 que autorizaba 18 casinos. 

Los bingos, autorizados por la OM de 9 de octubre de 1979.
Las máquinas con premio, autorizadas por el RD 2110/79, arts. 4 y 5, No obstante, las máquinas filipper o pinball, futbolines y sinfonolas ya estaban  extendidas en aquel momento, y había empresas fabricantes y distribuidoras.
Con estas disposiciones se abrió el mercado del juego, o sea,  oportunidades de negocio que iban a dar lugar a una industria en el campo de entretenimiento, los tres mercados paralelos de juego presencial onvergerían a través de la actividad de las empresas. 
En una primera fase, en los últimos años setenta y primeros ochenta, las empresas que se dedicaron a cada una de estas vertientes fueron distintas. 

De las 18 empresas que obtuvieron autorización para instalar los primeros casinos en España (OM, de 16 de febrero de 1978), compuestas en general por personas y empresas con buenas relaciones con las administraciones de UCD (empresarios inmobiliarios o turísticos, alguna fundación bancaria, personas relacionadas con Altas Autoridades del Estado, antiguos alcaldes, etc.), “personas conocidas que garantizasen que no habría problemas”
, sólo tres siguen funcionando: el Grupo Perelada, el Casino de Juego Gran Madrid, y Casino Taoro. Las demás vendieron sus instalaciones a empresas procedentes de los recreativos o a Gran Madrid. En aquellas licencias iniciales no estaba claro el modelo económico a que respondían, más allá de “evitar problemas”. La mayoría eran empresas privadas, pero en otros casos eran propiedad al 100% de Administraciones:  Taoro, Puerto de la Cruz, del Cabildo Insular de Tenerife; o El Sardinero, al 50% entre la Diputación y el Ayuntamiento de Santander; en el de Mallorca, el Ayuntamiento de Calviá aportaba el 6% y el Consejo Insular el 4% del capital. En el Casino de Ibiza, la participación del ayuntamiento, en 1990, era del 36%.  

La estructura empresarial inicial del bingo quedó condicionada por la  decisión de la Comisión Nacional del Juego de 10 de octubre de 1979, por la que limitó a 1.000 el número de salas, excluyendo de sus ubicaciones las ciudades con menos de 20.000 habitantes y asignó cupos provinciales según población, renta per-cápita e importancia turística. El reglamento del Bingo restringió las autorizaciones a entidades sociales y establecimientos turísticos. Los comienzos fueron agitados, con frecuentes aperturas sin licencia e infracciones administrativas sancionadas por las Administraciones. Al limitar las autorizaciones a entidades sociales, deportivas y culturales algunas de ellas encontraron en el bingo vías de financiación, pero retrasó la creación de un tejido empresarial. Estas asociaciones cedían la gestión de las salas a empresas especializadas a cambio de cánones anuales, convenios que acabaron de forma polémica en bastantes ocasiones, incluso con entidades de relevancia (Real Madrid y la empresa Ocium). Las comunidades comenzaron a conceder licencias a empresarios en los noventa (Madrid, en 1995). En el bingo se han creado desde entonces algunas empresas que gestionan varias salas, hasta una o dos decenas, pero sin darlas una imagen corporativa común, salvo alguna excepción.
En las máquinas recreativas con premio se adaptó el modelo de negocio surgido en los años 60 para distribuir pinballs, sinfonolas, etc., que canalizaban empresas que distribuían equipos (cafeteras) o suministros a bares y cafeterías (licores, café). Las fábricas no vendían sus productos directamente a los clientes finales (bares) sino a concesionarios que operaban en áreas geográficas y se encargaban de gestionar su parque de máquinas localizando clientes y asumiendo el mantenimiento, asistencia técnica y rotación de las máquinas. Los concesionarios podían compartir la representación de varios fabricantes o trabajar en exclusiva para alguno. Lo normal era que comprasen las máquinas y las gestionasen entre su red de clientes. Esta separación de fabricación y distribución era muy rentable para los distribuidores. De aquí surgieron las redes de distribución o el ensamblaje entre fabricación y operaciones de las máquinas B a partir de su legalización al final de los setenta
.

Este modelo de comercialización se trasladó a las máquinas B. Algunas empresas, Recreativos Franco o Cirsa –fundada algo después y cuya acumulación de capital procedía de los boletos que se vendían en bares- integraron la fabricación y la distribución, lo que les permitió ofrecer mejores precios y expandir sus redes de distribución con acuerdos con distribuidoras regionales. Las operadoras de ámbito regional se consolidaron y expandieron en sus áreas de influencia, con un crecimiento en mancha de aceite alrededor de sus bases de operaciones iniciales.

El devenir de los acontecimientos mostró que donde estaban las oportunidades de acumulación de capital que darían lugar a las grandes empresas del sector del juego era en la gestión de las máquinas. Esto es relevante, porque desde el punto de vista de las Administraciones y la política, esta era la vertiente menos glamourosa del sector
. Pequeñas empresas familiares, dirigidas por líderes en las antípodas de los centros de extracción de las elites empresariales en España, se convirtieron en grandes empresas en los años ochenta y noventa que se expandieron hacia otras actividades del juego (casinos, bingos), orientaron sus inversiones hacia sectores colindantes (inmobiliario, hoteles, aparcamientos) o aprovecharon las oportunidades de inversión en Latinoamérica y Europa del Este. 

El resultado es que en el sector se mueven varias multinacionales: Recreativos Franco como fabricante, asociado con el Grupo Orenes como operador; Cirsa y Codere. Con una menor dimensión y gravitando sobre sus comunidades de origen, pero también con inversiones en varios países están Acrismatic (Valencia), Egasa (Galicia), Comar (Galicia) y Conei (Cataluña). Estas son las grandes del sector. Con dimensiones más reducidas: MGA (Cataluña), Grupo DC (Asturias), Valisa Internacional (Cataluña), Solplay (Cataluña), Binelde (Cataluña), Grupo Rodríguez Villar (Cataluña), Grupo Matencio (Murcia-Alicante), Vid (originalmente en Andalucía con un modelo de negocio basado en centros de ocio), Jupama (Canarias), Automáticos Canarios (Canarias), los especialistas en casinos: Casino Gran Madrid, Grupo Nervión, Grupo Perelada (con casinos también en Argentina), Casinos de Tenerife (pública), y en bingos: Ballesteros, Coves y Rank España. Recientemente han aparecido las vascas Ekasa (Reta) y Teleapostuak (KirolJokoa) como operadores y suministradorees de soporte tecnológico para las apuestas deportivas. Aparte de un considerable número de empresas fabricantes de máquinas.
2.2.
La influencia del sector en las Administraciones y la política.

Pese a la presencia de estas grandes empresas, el sector está bastante fragmentado sobre todo en bingos y en máquinas, aunque está produciéndose una concentración, todavía se estiman en unas 3.000 las empresas operadoras. En máquinas sólo el 35%/40% del mercado depende de las empresas mencionadas. En bingo, el panorama empresarial está muy fragmentado, son pocas las empresas que pueden considerarse cadenas.

Es característica del sector la debilidad corporativa. Esto tiene que ver con la fragmentación, y también con el origen de las empresas (empresarios), alejado de los centros de poder empresarial tradicionales en España y de las relaciones con otras esferas del poder empresarial y político. Los empresarios del juego, los líderes empresariales que dieron lugar a las empresas citadas más arriba, responden al patrón de “hombres hechos a sí mismos”, cuyos orígenes están muy distantes de las élites empresariales, por tanto, sus relaciones con ellas son débiles, casi inexistentes, aunque existen pero de forma que parece más bien marginal o casi anecdótica
. Esto no excluye, como luego se verá, que algunos tengan una considerable influencia personal cerca de círculos políticos. 

Pese a los procesos de concentración empresarial, el sector no ha logrado superar su fragmentación ni, por ende, ha desarrollado una conciencia de intereses comunes. Conviven estrategias contrapuestas y relaciones personales problemáticas, derivadas de la “prehistoria” del sector. El resultado es que la industria del juego aparece dispersa como interlocutora de las administraciones en varias patronales: AECJ (casinos); CEJ (bingos), COFAR (máquinas recreativas) en proceso de confederación en una patronal, además de ANESAR (salones), FACOMARE (fabricantes de máquinas recreativas) y EOJA (juego online), y sus correspondientes territoriales. Incluso estas patronales no consiguen representar a todo el sector. AECJ representa a 29 casinos de 49. CEJ (bingo) integra a algo más de la mitad de las asociaciones autonómicas.
Que se configuraran varias grandes empresas de ámbito regional es el resultado de la dinámica del sector pero también el poder estructurante de las Administraciones. La transferencia del juego a las comunidades produjo, como es conocido, una creciente dispersión fiscal y normativa, difícil de desentrañar para eventuales nuevos operadores, especialmente extranjeros, pero también para la expansión de las empresas a otras comunidades. El contacto regular con las Administraciones a que obliga la gestión de empresas de juego, llevó a estrechar lazos informales de confianza y conocimiento con los círculos políticos y administrativos que facilita el trabajo de las empresas que operan en cada comunidad. La voluntad, indisimulada a veces, de las Administraciones autonómicas de favorecer a las empresas de su comunidad abrió oportunidades a estas empresas para diversificar sus actividades a otros sectores del juego y a actividades colindantes como inmobiliarias, gestión de instalaciones culturales o comerciales, etc., y protegió su “territorio”.

Las Administraciones autonómicas, si bien pueden operar como protectoras de mercados regionales, sesgan negativamente el funcionamiento empresarial: al fragmentar el mercado obstaculizan el desarrollo de empresas de ámbito nacional y, por tanto, una red de intereses que influya poderosamente sobre las decisiones administrativas y políticas. Además, en algunos casos, pueden dificultar la acumulación de capital para afrontar inversiones. Dicho de otra manera, protegen, pero también debilitan.

Ante la fragmentación de las regulaciones autonómicas y la efervescencia legislativa y normativa estructurales de las comunidades y al estado de negociación intermitente que conlleva la complejidad en los procesos administrativos hay algunos intentos por parte del sector de homogeneizar características técnicas de las máquinas y algunas regulaciones. Ahí se observa su debilidad para revertir el proceso.

La realidad es algo perversa. La atomización de las organizaciones empresariales en el plano sectorial y en nivel autonómico se corresponde también con la atomización del territorio y población sobre el que gobiernan las Administraciones territoriales. Puede producirse así que un operador local domine una asociación sectorial y negocie con la Comunidad transmitiendo sus intereses, o “negociando” con la Administración. Naturalmente, estas negociaciones suelen llegar al resultado de que la “asociación empresarial” imponga su visión a la Administración, fortaleciendo la posición hegemónica de la empresa dominante e impidiendo la competencia. Ejemplo de este tipo de negociación es la de la fiscalidad de los casinos (del casino) de Asturias en el que el Grupo DC planteó cerrar el casino de Gijón si no se autorizaba una sala en Oviedo y se rebajaba la presión fiscal. Amenaza de suicidio y destrucción de empleo cuya responsabilidad hubiera recaído sobre la Administración regional.

Junto a lo anterior, la industria del juego está condicionada por la dependencia en el Estado y en las comunidades del área de Hacienda, lo que conduce a agitación normativa en este terreno que se traduce en complejidad y sobre imposición sobre la actividad, y a que una parte desproporcionada de los esfuerzos de las empresas se encaminen a la tributación y normativa, más que a la promoción de los negocios. Con esta dependencia, el sector no encuentra Administraciones aliadas para la promoción económica desde la perspectiva sectorial. Los funcionarios de Hacienda o Presidencia/Interior no están familiarizados con los mecanismos administrativos propios de los que trabajan en Comercio, Turismo o Industria, que son los que manejan la actividad de “fomento”, en lenguaje administrativista. Pese a la buena disposición de los “sub/directores generales del juego” de las Comunidades, su dependencia funcional les impide conectar el juego con las políticas de promoción económica o turística. Solo Baleares, como se vio antes, ha incluido el juego en el área de promoción económica.

Estos condicionantes han situado al sector en una posición de debilidad ante las Administraciones, que se hace tangible en decisiones recientes: la regulación del juego online y la negociación de las grandes inversiones Eurovegas y BCN World.

La génesis de la regulación del juego online se analiza en otra ponencia. Ciñéndonos a los resortes “corporativos”. La negociación de la Ley 13/11 llamó la atención de los legisladores españoles por la agresividad de las empresas de juego online: “en la Ley del Juego he vivido una intensidad en los contactos desconocida para mí. Ha habido operadoras extranjeras que parecen estar más acostumbradas a tratar de influenciar (sic) y han utilizado los servicios de despachos de abogados y … de empresas especializadas en contactos institucionales” (Montserrat Colldeforns, diputada, PSC-PSOE), o “nuestra obligación es la de escuchar a todo el mundo … pero en este caso me ha sorprendido la intensidad” (Pedro Azpiazu, diputado, PNV)
. En la negociación las grandes empresas online utilizaron los lobbies para influir en el proceso legislativo (despachos jurídicos: Garrigues, Cuatrecasas, Gómez Acebo y Pombo, o firmas de comunicación; Llorente y Cuenca, Burson Marsteller, o las relaciones tejidas con sus patrocinios: la alianza de Bwin con el Real Madrid –véase nota 3-, vía utilizada para contactar con el PSOE, al menos; invitaciones a cursos y fiestas a los responsables de Hacienda de los partidos), mientras que el sector “presencial” nacional quedó desbordado, como muestran estas declaraciones de relevantes dirigentes empresariales : “desafortunadamente esa ley se ha tramitado dando la espalda al sector del juego tradicional. Por ello, estamos intentando que se escuchen e incorporen nuestras propuestas en la fase de reglamentación” (Zaplana, Pedro; director de la división de Casinos del Grupo Orenes, 15-07-2011, medios del sector), o “pedimos que el sector presencial, …, tenga simétricas prebendas al juego online. No podemos tener tasas … del 50% en un ámbito y del 25% en otro. No podemos variar la oferta, ni hacer publicidad e incentivar la demanda, que se nos está yendo abajo” (Agut, Joaquín; director general de Cirsa, 13-07-2011, todoeljuego.com)

Las negociaciones de los proyectos de Eurovegas (Adelson) y BCN World (Veremonte-Bañuelos, Meliá y Melco-familia Ho) han mostrado que las comunidades han desarrollado una relación perversa con el sector del juego. Ante la perspectiva de grandes inversiones, Madrid y Barcelona han flexibilizado sus normas fiscales y la legislación para ajustarlas a las condiciones “sugeridas” por los inversores. Desde el punto de vista de los resortes del sector del juego esto muestra varias cosas:

· En las relaciones con las Administraciones el sector –con independencia de la posición de algunos líderes individuales- está condicionado por el bajo nivel de sus relaciones administrativas, y la falta de sólidas relaciones políticas (como se vio en la tramitación de la Ley 13/11). Desde el nivel de DG o SbDG no se influye en las decisiones de las Administraciones. Adelson y Bañuelos entraron a través de las Presidencias; Bwin por potentes relaciones públicas y a través de relaciones con potentes instituciones.
· El sector del juego no ha logrado transmitir a las Administraciones su potencial como inversor y atractor del turismo. Esta vertiente ha sido desconocida por las comunidades.
· Para estas Administraciones el juego ha sido visto  como una fuente de recursos fiscales, y como un sector con mala prensa, pero no como un impulsor de desarrollo económico. 
· Hay vínculos entre políticos y empresarios del juego, pero no han traspasado el umbral de “la imagen”, no es un sector que pueda capitalizarse ante los electores
.
Los medios comparten esta visión, por ejemplo, en una noticia sobre el concurso para la adjudicación del cuarto casino en Cataluña se decía: “Los socios de Adrià son muy diferentes (antes se refirió a empresarios del juego). Concurre asociado a los propietarios del Casino de Mallorca y al antiguo directivo de Casinos de Cataluña Paco Carulla, como encargados del know how, pero también con una serie de empresarios mucho más glomourosos como Benedetta Taggliabue, Xavier Albertí, su hermano Albert Adrià, o el también hostelero barcelonés Javier de las Muelas” (El Mundo, 10-09-2006). O sea, arquitectas, directores de teatros públicos nacionales, cocineros u hosteleros tienen glamour, los empresarios del juego, no.
3.
Las relaciones peligrosas.

Como es natural, un sector tan regulado como el juego, en el que las decisiones de las Administraciones condicionan grandes inversiones y, potencialmente, grandes beneficios, ha generado “amistades peligrosas”. Es llamativo, sin embargo, que en un país en el que hay documentados más de 800 casos de corrupción política y urbanística en la última década y casi 2.000 detenidos, y en el que los grandes partidos tienen vías de financiación alternativas a las oficiales, en muy pocas ocasiones han aparecido implicadas empresas de juego
. Sin embargo, los medios de comunicación han dado cuenta de decisiones de las Administraciones o de “coincidencias” que sugieren relaciones privilegiadas entre algunas empresas y círculos administrativos y políticos. Conviene subrayar esto. Aunque en la descripción de los “casos” sobresalen los nombres de los políticos ninguno de ellos sería posible sin la aquiescencia o pasividad de los altos funcionarios que tramitan los procedimientos administrativos que convierten la decisión política en gestión o adjudicaciones. Se verá que algunos altos funcionarios tuvieron protagonismo, en uno u otro sentido.
3.1.
Andalucía: Mayorías absolutas y negocios privados.

En 1997, la Junta de Andalucía decidió 1ue sería positivo para Sevilla tener un casino en sus cercanías. Convocado el concurso se presentaron nueve ofertas. En 1998, la Junta lo resolvió a favor de Gran Casino Aljarafe S.A., en la que participaba mayoritariamente el grupo de empresas de Judah Binstock y varios empresarios andaluces vinculados al PSOE, según la prensa regional. El concurso fue recurrido por Leisure Gaming Corp (Cirsa). En 2007, el Tribunal Supremo anuló el concurso por “indicios concluyentes de vicios de nulidad de pleno derecho”, ratificando en todos sus términos una sentencia anterior del Tribunal Superior de Andalucía. El casino se cerró. Convocado nuevamente el concurso, con criterios de valoración de ofertas inconcretos y sin baremación, con el plazo de un mes para presentar la documentación, sólo se presentó la oferta de Gran Casino Aljarafe S.A., presidida por Josi Brinstock, esposa de Judah Brinstock, con un 60% de las acciones en poder de empresas vinculadas a la familia. De las participaciones minoritarias la más relevante era la de Manuel Domínguez Moreno, propietario entonces del Grupo editorial 16 (Cambio 16 y Diario 16 de Andalucía), vicepresidente del Betis, y socio en varias empresas de José Miguel Salinas Moya, exvicepresidente de la Junta. Con antiguas relaciones con el PSOE, su nombre apareció en una sentencia de 1997 vinculado a la red de financiación ilegal del partido y de algunas personas tejida sobre la construcción y ubicación de gasolineras en la autopista A-92, e incluyó en la directiva del Betis a la directora del Gabinete del Presidente de la Junta. La consejería de Presidencia concedió la licencia a la única oferta presentada el 5 de octubre de 2007. Uno de sus aspectos más llamativos fue el compromiso de destinar 100 mill. €/año, durante los cinco primeros años de funcionamiento, a un “organismo” para el desarrollo rural de Jaén, provincia de la que era secretario general del PSOE el consejero de Presidencia, Gaspar Zarrías.

La relación de Binstock con la política se extiende a Marbella. Algunos concejales elegidos por el GIL implicados en la Operación Malaya le atribuyeron la iniciativa y financiación de la ruptura del grupo municipal del GIL y su coalición con parte del grupo municipal del PSOE para la moción de censura que relevó al alcalde Julián Muñoz y llevó a controlar el ayuntamiento al gerente de Urbanismo, Roca (movimiento que dio lugar a la Operación Malaya). Se podría decir que Binstock articuló lo que el PSOE andaluz trataba de hacer desde hacía años.

En octubre de 1987 se creó Recreativos Astigi (nombre romano de Écija) con un capital de 2 mill. Pta., propiedad de Manuel A. Mora Rodríguez. Entonces, en Andalucía, la regulación de las máquinas “B” dependía del Estado y sólo estaban autorizadas en salones. A los 45 días de su constitución Astigi adquirió 367 máquinas a empresas del sector, por 160 mill. Pta. Las licencias fueron autorizadas por los servicios de la Junta, aunque el local en el que se almacenaron sólo tenía capacidad para 30, y la empresa no había pagado la fianza para su inscripción definitiva en el Registro de Empresas Operadoras de la Junta. En noviembre, el Estado transfirió a Andalucía la regulación y gestión de las máquinas B, que autorizó en enero de 1988 su instalación en bares. Una vez aprobado este cambio, Astigi vendió, casi a los mismos proveedores, las 367 licencias y máquinas, por unos 400 mill. Pta. El tema fue denunciado, y las pesquisas policiales y judiciales llevaron a la conclusión de que en los meses previos a la transferencia de la competencia el viceconsejero de Interior, Antonio María Claret, el director general de Juego, Manuel Cortés y el delegado de la Junta en Sevilla, informaron del cambio de legislación a Mora Rodríguez; mientras que en las reuniones con la Asociación Andaluza de Empresas Recreativas (Animare) transmitían la idea de que tal decisión se retrasaría. Siete funcionarios fueron procesados por prevaricación, cohecho y falsedad en documento público al autorizar las licencias a Astigi sabiendo que no reunía las condiciones precisas, declararon que lo hicieron amenazados por su superior. En 1991 los implicados fueron condenados a distintas penas de privación de libertad o inhabilitación. En 1998 la Audiencia de Sevilla declaró prescritos todos los delitos, invalidando las penas.

Mora Rodríguez, tiene varias empresas: una imprenta que en los años ochenta imprimió gratis la publicidad electoral del PSOE y, con los correspondientes contratos, las papeletas y sobres para las elecciones autonómicas organizadas por la Junta; empresas en distintos sectores que obtuvieron con frecuencia subvenciones de la Junta de Andalucía, etc. En 2003 la agrupación del PSOE de Écija se dividió en dos mitades, decidiendo la Comisión Ejecutiva Regional proponer al Comité Director de Andalucía a un candidato apoyado por Mora Rodríguez, y que había comprado un chalet en una urbanización promovida por una inmobiliaria de su grupo. El candidato accedió a la alcaldía con los votos del PSOE, del PA y de un concejal transfuga elegido en las listas del Partido Socialista Ecijano Independiente, compuesto por los afiliados del PSOE derrotados en la pugna interna antes descrita. Una de las primeras decisiones del nuevo ayuntamiento fue recalificar 60.000 m2 de suelo rústico adquirido meses antes por empresas de Mora Rodríguez (ABC, El País, y prensa regional).
3.2.
Cataluña: relaciones privilegiadas con Convergencia.

En Cataluña, la intersección entre decisiones relevantes sobre el juego y las finanzas de Convergencia Democrática de Cataluña son frecuentes. En el discurso del PSC era habitual señalar que CiU, con los gobiernos de Pujol, ajustó la legislación sobre el juego a los intereses de Cirsa y de Grup Perelada, por encima de los intereses de ludópatas o pequeñas empresas del sector. En las relaciones de Cirsa con la Generalitat y CDC hay varios episodios significativos, seguramente derivados de la atípica posición de Jordi Pujol entendiendo el juego como un sector económico relevante, y a Cirsa como una empresa tecnológicamente avanzada:
· El aplazamiento en 1994 del pago de las tasas por las máquinas B,  por importe de 8.900 mill. Pta., que permitió a Cirsa financiar la compra de 11 salas de bingo. Estos aplazamientos se reiteraron  en años posteriores, y fueron investigados en alguna ocasión por la Fiscalía Anticorrupción.

· El Reglamento del juego de bingo, aprobado en 2000, precedido de una polémica tramitación durante la cual las empresas pequeñas de bingo se resistieron a que se incluyeran aspectos que favorecerían a los grandes operadores. Durante la vigencia de este reglamento Cirsa se hizo dominante en el sector del bingo en Cataluña.

· CIRSA gestiona aproximadamente el 70% de las máquinas recreativas instaladas en Cataluña.

· Varios créditos facilitados o avalados por la Generalitat. Al menos: en 1997, un crédito sindicado de 4.500 mill. Pta., un tercio a cargo del ICO y dos tercios del Instituto Catalán de Finanzas, que actuaba como agente del Banco Hispano Americano. En 2001 el Instituto Catalán de Finanzas dio otro crédito a Cirsa para recomprar el 5% de su capital previamente vendido a Olivetti para financiar su expansión en Italia, por un importe de 25 mill. €.

· En 2010, Cirsa compró las antiguas instalaciones de Sharp en Sant Cugat del Vallés en medio de operación de intermediación en la que actuó la consultora Alta Partners, de la que formaba parte como consultora la mujer de Oriol Pujol.

En México parece darse otra intersección. Según las investigaciones de la UDEF de la Policía Nacional que se filtraron en 2013, Jordi Pujol Ferrusola es propietario del 20% del Casino Royale de Monterrey, del que es socio mayoritario Carlos Riva Palacio, socio de Promociones e Inversiones de Guerrero, grupo con 106 salones de juego y apuestas, el frontón Jai Alai de Acapulco, etc., que tiene como “última controladora” al Grupo Cirsa
. 

La familia Suqué Mateu es propietaria del Grup Perelada, titular de tres casinos en Cataluña, a través de Inverama-Casinos de Cataluña, y de dos en Argentina. Artur Suqué fue compañero de colegio de Jordi Pujol y su  amistad es pública. En 1986, cuando la Generalitat decidió impulsar su propia lotería, la licencia fue asignada a Luditec, consorcio liderado por Suqué, manteniéndose hasta 2005, cuando el gobierno del Tripartito se la adjudicó a Indra. En 1989 saltó el caso “Casinos de Cataluña”, Jaume Sentís, director financiero de la entidad, denunció que la sociedad desvió unos 3.000 mill. Pta (unos 18 mill. €), y que un tercio fueron para financiar a CDC. Tras siete años de instrucción, el juez Ramón Gomis archivó el caso al no apreciar delito tipificado en aquel momento, aún reconociendo en sus conclusiones que CDC se había financiado con esta donación, en el auto de archivo no se afirma que CDC fuera receptora directa de los fondos, sino que los pagos servían para su financiación. Las facturas falsas que sirvieron para justificar la desviación fueron giradas por Casinos de Cataluña al diario Avui y otras empresas de la órbita de CDC, según la investigación policial. El juez archivó el caso y se agotó el plazo para que la fiscalía recurriera el archivo y pudiera proseguir la investigación. El tema derivó en un procedimiento por presunta prevaricación e infidelidad en la custodia de documentos públicos supuestamente cometidos por el juez al archivar el caso. El Tribunal Superior de Justicia de Cataluña lo absolvió.
3.3.
Galicia: decisiones en tiempos borrascosos y amigos para siempre.


En Galicia ha habido varias conexiones. La más relevante es la ramificada relación de José Collazo Mato (Comar) con el exalcalde de La Coruña, Francisco Vázquez. La relación se establece a través de la inmobiliaria Amulei, en la que junto a Collazo Mato participa la mujer de Paco Vázquez (Carmen Iglesias Illanes) junto con otras personas relacionadas con el alcalde y el constructor Angel Jové (Fadesa), socio de Comar en múltiples inversiones, entre ellas el casino de Aranjuez (Madrid). Las ramificaciones inmobiliarias de Collazo Mato junto con Fadesa se encargaron de relevantes obras en Galicia. El Ayuntamiento de La Coruña vendió a Comar su participación en el Casino Atlántico, y la gestión del centro de congresos de la ciudad (ABC, 9-6-07, 55 y 56, en un informe extraordinariamente documentado, también: PITA, Luis; CARBAJO, Primitivo (1996): Paco Vázquez, a pegada dun príncipe, Xerais). 

Por otro lado, en una empresa del grupo Comar (Recreativos Montblanc) están como consejeras las esposas, o la viuda, de tres policías, dos de ellos integrante o jefe, durante un tiempo, de la brigada de estupefacientes de La Coruña, y otro el actual jefe de seguridad del Casino Atlántico (ABC y prensa regional, distintas fechas).


La relación política de la otra gran empresa del juego en Galicia se establece con el PP, Egasa aparece como donante de 100.000 € en 2006 al PP, asignada por el gerente del partido en la comunidad, Modesto Fernández, a la contabilidad B (El País, 13-07-2013, 12).


En 1989, un cambio en el reglamento del bingo que elevaba del 2% al 3% el porcentaje de recaudación destinado al bingo acumulativo, pareció obedecer a un acuerdo entre la patronal regional o empresarios del sector y el Partido Nacionalista Gallego, fugaz partido resultado de la centrifugación de UCD y AP en Galicia, que en aquel momento ocupaba la consejería de Presidencia, según denunció un dirigente de UGT, lógicamente a cambio de financiación para el partido (El País).


En 1986, el gobierno de coalición compuesto por PSOE y varias escisiones de Alianza Popular: Coalición Gallega (integrada por exdiputados de AP que apoyaban al vicepresidente Barreiro Rivas) y el Partido Nacionalista Gallego, concedió la licencia del juego de boletos a la empresa Sociedad General de Juegos de Galicia (SGJG). La concesión dependía de la consejería de Presidencia, a cargo del vicepresidente Barreiro Rivas. Inicialmente, la SGJG presentó la documentación para el concurso el 28 de Octubre de 1985, publicándose la Ley del Juego que habilitaba el concurso en el Diario Oficial de la Xunta el 20 de noviembre. Se presentaron 22 solicitudes, todas informadas positivamente por los servicios técnicos y la Comisión del Juego de Galicia, por lo que el Vicepresidente adjudicó el concurso, según dijo, a la primera empresa que había presentado la documentación. La SGJG se constituyó como sociedad en el Registro Mercantil el 7 de abril de 1986, cuatro meses después de la adjudicación. El representante de la concesionaria era Carlos Olano Fernández, abogado del bufete de Javier Rosón, hermano del exministro del Interior, Juan José Rosón y del expresidente del Parlamento de Galicia, Antonio Rosón, y consejero de Autoperaor S. A., la empresa del grupo CIRSA que gestionaba las máquinas B del grupo en Galicia. Alguien filtró el tema a los medios  (Cambio 16, 30-06-86) y previsiblemente se desencadenaron presiones de todo tipo, así pues, la adjudicataria renunció a sus derechos el 23 de mayo de 1986, en un documento que aparentemente no pasó por registro. En el verano de 1986 se procede a un nuevo concurso, del que resulta ganadora otra vez SGJG, con fecha 26 de agosto de 1986. El 10 de septiembre, entran en el capital de la SGJG nuevos accionistas, y se reparte al 50% entre Operibérica y Compañía Internacional de Actividades Económicas. El nuevo consejo de administración quedó compuesto por Joaquín Franco Muñoz, presidente de Recreativos Franco, como presidente; Ramón Talamás Jofresa, consejero delegado de Cirsa entonces; Rafael Cañizares Fondo, consejero en varias empresas de la construcción y en Carnaby Machines Ltd., vinculada al grupo Franco; y Valentín Coruña Pérez, directivo de Cirsa.

Entretanto, el  ministerio del Interior presentó un recurso contra el concurso por omitir su preceptivo y vinculante informe sobre los adjudicatarios, y el director general de la Asesoría Jurídica de la Xunta, Clemente González Peón (juez, vinculado a AP), presentó una denuncia por las irregularidades del procedimiento, apoyándose en sus informes previos en los que desaconsejaba la concesión, inmediatamente fue cesado por el presidente González Laxe (PSOE). En octubre, Barreiro Rivas dimitió. Tres años más tarde fue condenado por prevaricación e inhabilitado para ocupar cargos públicos tres años después, en la sentencia se afirma que Olano, ya fuera por intervención de Rosón o por algún compromiso económico, convenció al vicepresidente para que le diera la concesión para después venderla a Cirsa, según el periodista Díaz Herrera, por 400 mill. Pta, según otras fuentes 550. Se especuló con que en la empresa inicialmente resultante participaría con un 30% Corporación Industrial 25, empresa de Ángel Sanchís, entonces tesorero de AP, que desmintió que participase en ninguna empresa relacionada con Cirsa, aunque admitió que eventualmente pudiera haber algún cruce de participaciones. El abogado y representante de CIRSA en estos concursos, en un nota de réplica, relativa al primer concurso, Pedro Jean Mairet, escribió: “es absolutamente falso que CIRSA haya efectuado aportación económica alguna a Alianza Popular como donativo-compensación para adjudicarle el juego de boletos de Galicia” (Referencias relevantes: ABC, 6-11-87; 28-07-88; 22-09-90; El País, 24-11-86; 11-09-89).  
3.4.
Valencia: Quien tiene un amigo, tiene un tesoro.
En Valencia, la consolidación de Acrismatic como la gran empresa de juego regional está asociada a dos decisiones de la Generalitat, relativas a los casinos, ratificadas tras el lógico proceso administrativo por José Luis Olivas, consejero de Hacienda y luego Vicepresidente y presidente “en funciones”. Olivas fue asesor legal de Acrismatic y apoderado de su presidente, Jesús Álamo, en algunas empresas, después fue presidente del Banco de Valencia-Bancaja y vicepresidente de Bankia. La primera decisión fue la adjudicación, en diciembre de 1998, del Casino Costa Blanca a la sociedad Casinos del Mediterráneo del Grupo Acrismatic. La oferta rival de Acrismatic (Casino Terra Mítica) incurrió en defectos de forma por lo que no fue tenida en consideración.

En 2002 se reformó el Reglamento de casinos de la Comunidad Valenciana, permitiendo a los licenciatarios de los casinos existentes (Cirsa y Acrismatic) abrir salas satélites, cerrando la posibilidad de ofertas competidoras. El sector del bingo se opuso mediante alegaciones y haciendo pesar la relación personal del empresario del sector Alfredo García Murcia con el presidente de la Generalitat, Zaplana. Los cambios en los órdenes del día de alguna reunión de la Comisión Técnica de Juego de la Comunidad se atribuyeron a las tensiones entre Zaplana y su vicepresidente Olivas. Finalmente, intervino el destino, Zaplana fue nombrado ministro de Trabajo  y el proyecto se aprobó con el impulso de Olivas, como presidente en funciones de la Generalitat.
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� OSSORIO, Enrique (2013): intervención inaugural en el XVIII Congreso de COFAR, Madrid, 4 de junio. Ossorio es consejero de Economía en la Comunidad de Madrid.


� DÍAZ CARBAJOSA, José Antonio: “Siempre pujamos (por el casino de Asturias), hasta tres veces. ¿qué ocurrió para tanto retraso?, no podría decirlo. Fueron actuaciones políticas … Hubo muchos cambios de gobierno, cambian las personas, hasta 2011 hubo tres legislaturas de un mismo gobierno … prejuicios respecto al juego que llevaron a una legislación mucho  más dura que en el resto del país” (http://www.elcomercio.es/v/20121111/gijon/sala-oviedo-2013-cerrar-20121111.html)


� El citado RD consiste en una reorganización del ministerio de Economía y Hacienda. El hecho circunstancial de que la primera directora general, Inmaculada Vela Sánchez, nombrada el 11 de marzo de 2011 (RD 360/2011, BOE, 12-03-11), hubiera sido nombrada tres semanas antes, el 18 de febrero, directora general de Loterías y Apuestas del Estado, y lógicamente cesara en tal puesto, hace pensar que el trasvase de competencias entre ministerios se maduró rápidamente. Su trayectoria profesional se desarrolló íntegramente en la Inspección de Hacienda.  Pocos días más tarde fue nombrado Subdirector General de Regulación del Juego Juan Carlos Alfonso Rubio que desde 2009 era director de Coordinación de LAE. Su trayectoria profesional alterna puestos funcionariales en la Administración y en empresas privadas. Entre 2004 y 2009 director de la Asesoría Jurídica de Sogecable, y  entre el 7-11-06 y el -3-05-07, secretario no consejero de “Real Madrid Gestión de Derechos”, sociedad participaba por Sogecable (10%) y el Real Madrid (70%), en cuyo nombre firmó el 7 de mayo de 2007 el contrato de patrocinio entre Bwin y el Real Madrid, en el que se especificaba que “el Real Madrid deberá efectuar todos los esfuerzos posibles para ayudar a BWIN en sus conversaciones con las autoridades locales con el propósito de introducir en la regulación todas las modificaciones que la hagan accesible también para los operadores de juego online”  Este equipo gestionó la tramitación del proyecto que desembocaría en la Ley 13/2011 del juego, así como las licencias de operadores online, en un tiempo record. En mayo de 2012 Alonso Rubio cesó en le DGOJ.


� “Mesa Redonda de los representantes de las Administraciones Autonómicas” (2012), XVII Congreso de COFAR, Azar, 10 de julio, 41-45. También “Mesa Redonda de los representantes autonómicos” (2013), XVIII Congreso de COFAR, Madrid, 4 de junio.


� Este epígrafe es una versión resumida del capítulo “Los grupos empresariales del juego” que se publicará en el Anuario del juego en España 2012/13.


� SANTAMARÍA PASTOR, Juan Alfonso (2012): “Regulación vs prohibición de la práctica de juegos de azar”, El Sector del Juego, Instituto de Empresa, 10 de mayo. Intervención en el debate. El autor era en aquel momento Secretario General Técnico del Ministerio del Interior.


� Estas notas sobre el sector de “máquinas recreativas” se basan en múltiples fuentes parciales, pero especialmente en los comentarios de don Eulogio Pingarrón en: � HYPERLINK "http://www.http://pinballspain.com" ��www.http://pinballspain.com�, también en � HYPERLINK "http://www.http://sinfonolas.com" ��www.http://sinfonolas.com�; � HYPERLINK "http://petacos.forumcommunity.net" ��http://petacos.forumcommunity.net�; � HYPERLINK "http://blogpinball.blogspot.com.es" ��http://blogpinball.blogspot.com.es�; � HYPERLINK "http://sinfonolas.forumcommunity.net" ��http://sinfonolas.forumcommunity.net�.  y en notas facilitadas por don Eduardo Morales Hermo y don Luis Miguel Cabeza de Vaca. 





� Pedrol Rius, consejero delegado de GEDASA, una de las principales fabricantes de pinballs y sinfonolas en los años sesenta, dejó este cargo para presentarse a las elecciones a presidente del Colegio de Abogados de Madrid, porque no estaba bien visto que se dedicase a este negocio. Fue senador por designación real en 1977.


� En El Molinillo, finca de Manuel Lao en Ciudad Real, se celebró la boda entre Alberto Cortina y Elena Cué.


� Citas extraídas de: GÓMEZ, Luis (2011): “Hagan lobby señores”, El País, 5 de junio, 


� LÓPEZ, Joan (2013): “Hacer trampas con el juego”, ABC (edición catalana), Barcelona, 25 de junio, 28.


� COSTAS-PEREZ, Elena; SOLÉ OLLÉ, Albert; SORRIBAS-NAVARRO, Pilar (2012): “Corruption scandals, voter information and accountability”, European Journal of Political Economy, sobre información de la Fundación Alternativas. JEREZ DARIAS, Luis M.; MARTÍN MARTÍN, Victor O.; PÉREZ GONZÁLEZ, Ramón: “Aproximación a una geografía de la corrupción urbanística en España”, Ería, 5-18. VILLORIA, Manuel; JIMÉNEZ, Fernando (2012): La corrupción en España (2004-2010), datos, percepción y efectos, REIS, 138, Madrid. 


� MANCERA S.C., Integrante de Ernst & Young Global (2011), Informe de Auditoría, México D.C., 31 de marzo, pág. 91.
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